Avances y perspectivas de las políticas de formalización del empleo público en Colombia 2004- 2021 by Gonzalez Bolaño, Juan Carlos & Ramos Gonzalez, Angelica Del Carmen
TITULO 




Angélica Del Carmen Ramos González 
Código institucional 043202017 
Cel. 3006700899 
Correo institucional angelicad-ramosg@unilibre.edu.co 
 
Juan Carlos Gonzalez Bolaño 
Código institucional 043201207 
Cel. 3013864122 
Correo institucional, Juanc-gonzalezb@unilibre.edu.co 
 
DOCENTE EVALUADOR 
Dr. Belisario Daza Gonzalez 
 





FACULTAD DE DERECHO 
INSTITUTO DE POSTGRADO DE DERECHO 
ESPECIALIZACION EN DERECHO ADMINISTRATIVO 
 
Avances y perspectivas de las políticas de formalización del empleo público en Colombia 
2004-2021. 
Advances and perspectives of public employment formalization policies in Colombia 2004-
2021. 









El presente artículo científico desarrolla un ejercicio académico en relación con los avances 
y perspectivas que se han presentado en Colombia a través de los años con respecto a la 
implementación de diferentes medidas que en su conjunto han conformado la política pública de 
fortalecimiento del empleo en el sector público, resaltando las que se consideran han demarcado 
el panorama actual y futuro del sector público colombiano. 
En este orden de ideas, se realiza un breve recuento de las normas y determinaciones que 
los gobiernos han implementado a través del tiempo para fortalecer la prestación de los servicios 
que son parte de los fines del Estado Social del Derecho, identificando las consecuencias de cada 
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uno de ellos, y las repercusiones que pueden tener en relación a variables que determinan su calidad 
como lo son , el  impacto sobre la ciudadanía, el aumento efectivo del número de empleados al 
servicio del aparato estatal, la simplicidad y organización de la normativa presentada a través de 
los años en concordancia con los postulados habermasianos,[BG1][JCG2] el proceso de  ingreso 
(avances y optimización del proceso), el ascenso dentro del sistema de carrera administrativa, la 
implementación de la inclusión, así como la eliminación de nóminas paralelas, del mismo modo 
que se realizará el diagnóstico de los puntos positivos y negativos de la  permanencia en el sector 
y retención (competitividad contra el sector privado) y el control de los índices de adulteración o 
corrupción al interior de los procesos de selección y conformación del empleo público en las 
diferentes entidades estatales. 
Palabras clave: Política estatal, empleo público, función pública, gestión del talento humano. 
ABSTRACT 
This scientific article develops an academic exercise in relation to the scope, progress and 
possible setbacks that have occurred in Colombia over the years with respect to the implementation 
of different measures that, as a whole, have shaped the public policy of strengthening of 
employment in the public sector, highlighting those that are considered to have demarcated the 
current and future outlook of the Colombian public sector. 
Along these lines, a brief account is made of the norms and determinations that 
governments have implemented over time to strengthen the provision of services that are part of 
the purposes of the Social Rule of Law, identifying the consequences of each one of them, and the 
repercussions that they may have in relation to variables that determine their quality, such as the 
impact on citizens, the effective increase in the number of employees at the service of the state 
engine, the simplicity and organization of the regulations presented through of the years in 
accordance with the Habermanians postulates, the admission process (progress and optimization 
of the process), promotion within the administrative career system, the implementation of 
inclusion, as well as the elimination of parallel payrolls, in the same way that will carry out the 
diagnosis of the positive and negative points of permanence in the sector and retention 
(competitiveness against the private sector) and the control of corruption in the processes of 
selection and establishment of public employment in the different state entities. 
Keywords: State policy, public employment, Civil Service, human talent management. 
INTRODUCCION[BG3][arg4] 
Colombia está organizada como un Estado Social de Derecho y para el desarrollo de los 
fines esenciales consagrados en la Constitución Política, debe desarrollar estas actividades 
mediante diferentes tipos de contratos (empleo público, contratos de obra, entre otros), por 
ello surge la necesidad de analizar la naturaleza jurídica de la política de empleo público 
en Colombia, identificando el alcance y retrocesos que han tenido las normas respecto del 
fortalecimiento del empleo público, realizando observaciones y perspectiva de esta 
política, las cuales resultan necesarias ante el hecho que, para el desarrollo de los fines 
esenciales del Estado se requiere un recurso humano, capacitado, estable y capaz de 
desempeñar las funciones, entonces esta planta actualmente se conforma en las diferentes 
entidades estatales de acuerdo a lo planteado por Villegas Arbeláez (2016),  con las 
siguientes categorías laborales, encontramos la de funcionarios estos son los que ejercen la 
función y la representan correspondiendo a los altos empleados concerniente al estado de 
orden político; en otra instancia encontramos a los empleados, estos ejercen funciones de 
naturaleza técnica para un estado de orden administrativo y como última categoría 
encontramos a los  trabajadores oficiales que corresponden a lo descrito en la CP  (1991, 
art., 334 Col.) concerniente al estado de orden económico así las cosas este autor realiza 
una pirámide clasificando en un primer nivel a los trabajadores oficiales, aquí el Estado  
actúa como empresario es un estado que compite con los particulares desarrollando 
actividades industriales y contrata de la misma forma que los empresarios en el sector 
privado estableciendo un vínculo contractual por ello tiene el mismo régimen jurídico de 
los particulares como ejemplo podemos encontrar al Banco Agrario; en un segundo nivel 
se encuentran los empleados administrativos aquí nos encontraríamos con el estado de 
orden administrativo en este nivel el Estado no compite con los particulares, aplica el 
derecho administrativo imponiéndose unilateralmente y por ello existe esta categoría 
laboral con funciones de naturaleza técnica con vinculo legal y reglamentario, aquí 
encontramos a la carrera administrativa de la cual vamos a tratar en especial en este articulo 
y por ultimo un tercer nivel en donde encontramos al funcionario del Estado en un orden 
político, lo característico de este nivel es que se encuentran los altos funcionarios que 
generalmente tiene un origen político y por ello en su mayoría son de libre nombramiento 
y remoción,  también encontramos a los de elección popular como el presidente. 
Tenemos dos vínculos laborales a saber el contrato predicable de trabajadores oficiales y 
el vínculo respecto de los empleados y funcionarios públicos, de esto derivamos dos jurisdicciones, 
la ordinaria laboral para el vínculo contractual regulado por el código procesal del trabajo es decir 
la jurisdicción ordinaria laboral y la del vínculo del empleo público que es la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo regulado por el CPACA.  
En este articulo científico utilizaremos el método histórico lógico, para conocer los avances 
realizados por ello se realizará la génesis normativa y legislativa del tema analizando desde la 
primera aparición completa en Colombia, examinando la naturaleza jurídica de la política del 
empleo público en Colombia, realizando especial énfasis del mérito en Colombia y conociendo 
cuales han sido los retrocesos y avances a partir de la Ley 909 de 2004 criticando los diferentes 
aspectos en cada tema. 
La regla general de ingreso a la función pública es mediante la carrera administrativa, todos 
los empleados en Colombia deberían estar inmersos mediante concurso exceptuando aquellos que 
están en un nombramiento provisional en espera de una lista de elegibles, sin embargo, aun cuando 
se han tenido diferentes avances como vamos analizar más adelante encontramos que a Colombia 
aún le falta un camino amplio por recorrer. 
La naturaleza jurídica de la política de empleo público en Colombia. 
Definir la naturaleza jurídica de una figura es una tarea cuando menos dispendiosa, la 
compleja misión se endurece aún más cuando lo que se intenta precisar es la esencial utilidad de 
algo tan amplio como la política oficial de empleo público de un Estado, las políticas públicas, 
como modelos y objetivos a mediano y largo plazo, se convirtieron en los instrumentos 
indispensables para la ejecución académica y práctica de la administración, a día de hoy son la 
base para la consumación de los planes, los programas de gobierno y demás esquemas enfocados 
a la resolución de las problemáticas existentes en la población estatal, no obstante, se hace 
menester analizar dicha institución para determinar la necesidad de una política pública en las 
instituciones político administrativas, aun así, la noción ha sido ampliamente discutida, esto a 
casusa de la imposibilidad por parte de los académicos y de los expertos en la materia para llegar 
a un acuerdo y poder definir lo que son, que es lo que hacen y sobre todo como funcionan (Corzo 
& Roman Ariza, 2014), la apreciación y caracterización de la naturaleza jurídica, como de las más 
esenciales formas de tasar el mérito es tan importante para las ciencias jurídicas que no es 
exagerado sostener que son como descubrir fértiles y auspiciosas tierras (Estévez, 1956, págs. 159-
182) un supuesto como mínimo valido en el contexto en el que nos encontramos. 
El sistema de empleo público en Colombia ha avanzado de manera importante desde la 
promulgación de la Constitución Política de 1991 y particularmente a partir de la expedición de la 
Ley 909 de 2004 (Consejo Nacional de Politica Economica y Social, 2017) el Estado Social de 
Derecho, cuya función primordial es garantizar a las personas una esfera mínima de derechos, por 
consiguiente su utilidad es dirigida a la generalidad de la población en sentido laxo y, por otra 
parte, a la administración misma en sentido estricto.  
La administración no puede funcionar sin el talento humano que la respalda, ese personal 
puede estar conformado por los asesores y líderes de políticas, los empleados del sector salud y 
seguridad social, los docentes de todos los niveles, profesionales de la salud, policías, los 
investigadores o científicos solo por enumerar algunas de las ocupaciones que se desempeñan en 
el sector público. (Organizacion de Cooperación y Desarollo Económico, 2017). Así las cosas, la 
sociedad colombiana en su totalidad depende de un conjunto de corporaciones robustas que 
garanticen el adecuado funcionamiento de las maquinarias estatales, de forma tal que estas se 
encuentren coherentemente organizadas, tanto en su gestión interna, como en la coordinación 
interinstitucional para lograr los fines del Estado, es así como la formulación, la implementación, 
el seguimiento y evaluación de las políticas de empleo público se deben engarzar de manera 
sincrónica para la obtención de resultados óptimos, al respecto la Dirección de Empleo Público del 
DAFP señala: 
(…) Colombia requiere la formulación de una política para el empleo público que 
responda a las necesidades propias de su administración pública. El empleo público no solo 
hace referencia a una fuerza laboral considerable como la de servidores públicos, sino que 
su injerencia en el desarrollo de la economía y en el avance social también son cruciales. 
La administración pública en Colombia necesita una política de empleo público que no 
solo garantice las competencias de las personas que van a ingresar o que ya son parte de 
las entidades, sino también una política que tenga como eje articulador lo que ese servidor 
significa no solo para el Estado, sino para la sociedad, para su familia y para sí mismo. Por 
lo tanto, el empleo público va mucho más allá de consideraciones sobre cómo está 
constituido el talento humano al servicio del Estado, por esto el desafío de esta política es 
entender las relaciones sistémicas que se entrelazan en el ejercicio de la función pública, 
para así analizar e interpretar la situación actual en Colombia y, a partir de ahí formular 
lineamientos de política efectivos y congruentes con las necesidades de la administración 
pública y que aporten también al progresivo cumplimiento de los objetivos de desarrollo 
sostenible. (Departamento Administrativo de la Función Pública, 2018, pág. 6) 
La relación existente entre la formulación de una política pública de empleo, economía y 
la productividad han sido analizadas en incontables ocasiones por parte de los organismos 
internacionales concluyendo que existen puntos relevantes a mencionar: 
Inicialmente, y muy posiblemente el factor más evidente en la relación es que el Estado es 
uno de los empleadores más fuertes y, por lo tanto, los funcionarios gubernamentales son un 
número de trabajadores relevantes, de acuerdo a cálculos del Banco Interamericano de Desarrollo 
(2014), encontramos que la administración general del Estado crea alrededor de un cinco (5) 
porciento de los empleos directos, siendo en Colombia uno punto dos millones de empleados 
públicos (1.200.000), estas cifras podrán aumentar en caso de adicionar por ejemplo a los 
empleados de los organismos autónomos como lo menciona el Departamento Administrativo de 
la Función Pública. Paralelamente, el servicio civil consume una cantidad considerable de recursos 
de los contribuyentes, para el caso particular de Colombia, el gasto público en este rubro asciende 
a trece puntos porcentuales del total, de acuerdo al presupuesto general de la nación destinado para 
la citada anualidad. 
En segundo lugar, se determina una vinculación entre dos variables: El índice de desarrollo 
institucional y de la función pública contra el de productividad en términos económicos. Por 
ejemplo, se toma como referencia el índice de competitividad económica expedido por el World 
Economic Forum, el cual determina la capacidad de cada país para ser el proveedor de altos niveles 
de prosperidad y bienestar, en otras palabras, mide la calidad de vida general del país evaluado, 
este relaciona la eficacia general del aparato estatal en variables como: la desviación de los fondos 
públicos (índice de corrupción), el despilfarro de recursos en el gasto gubernamental, el nivel de 
transparencia en la construcción de políticas (participación ciudadana), la protección a la propiedad 
privada y a la propiedad intelectual, los ambientes generadores de protección a la inversión y la 
eficacia de los marcos corporativos. 
La organización de un Estado eficiente y eficaz, con costes de funcionamiento reducidos, 
siendo esta sostenible en el tiempo y con sentido de prosperidad debe estar enfocada al ciudadano 
promedio con énfasis prioritario en las minorías sujetas de protección especial, lo que a su vez 
determina la facilidad en cómo se implementan las demás políticas públicas con un engranaje 
institucional sencillo, eficiente y con músculo operativo en la medida de lo posible óptimo, es por 
eso que se necesita una estrecha relación entre los conceptos de Estado Social de Derecho, Política 
Pública y la población a la que va dirigida la implementación de estas figuras. 
En consideración a este tema los autores Torres-Melo y Santander (2013), expusieron su 
necesaria correlación de la siguiente forma: “Establecer la relación entre el Estado y las políticas 
públicas es una tarea compleja en tanto que ambos conceptos se pueden abordar desde diferentes 
perspectivas o enfoques. Sin embargo, es posible establecer algunas características de esta 
relación”. 
Como bien los reseña Leal (2010) l[BG5][JCG6]a concepción de Estado como figura política, 
está considerado en múltiples fuentes de la academia, como una Supraestrucutra, como 
herramienta de las clases sociales, también como un factor de engranaje de misma sociedad, así 
como el conjunto de instituciones que conforman la maquinaria estatal, o como la versión 
weberiana de poder como un agente de dominación política. 
Esta pluralidad de ejercicios teóricos refleja en parte las múltiples facetas de una misma 
pero compleja inflexión. (Leal, 2010) [BG7][JCG8]la cual genera la dispendiosa tarea de discernir el 
papel de la política pública en el afianzamiento y robustecimiento del engranaje estatal, gran parte 
de las descripciones de política pública se asocia inquebrantablemente al mismísimo Estado o las 
acciones que adoptan los gobiernos a través de sus mandatos, pero estas no tienen una clara 
delimitación de su papel en este, aun así, un buen comienzo es poder comprender que el Estado 
como un sujeto y no como entidad diseminada o sin rostro conocido, que a su vez, tiene 
responsabilidad directa o indirecta del proceso de adopción de políticas públicas, pero que también 
entendiendo estas últimas como una de las mayores exteriorizaciones de la existencia política de 
un Estado. “El elemento fundamental es que las políticas públicas son esenciales en el 
cumplimiento por parte del Estado de sus funciones. pero van más allá de un simple instrumento, 
dado que son un canal por el que se dan interacciones entre el Estado y la sociedad[BG9]”[JCG10]. 
(Torres-Melo & Santander, 2013, pág. 23) 
En este orden de ideas, las políticas públicas en general y las políticas de empleo público 
aplicadas por cada uno de los Estados en el mundo van encaminadas hacia la consecución de los 
mismos fines estatales, en el marco del respeto de la dignidad humana (C.P., 1991, art.1, Col.), sin 
embargo, vale la pena resaltar que una política articulada, se ve reflejada en de manera laxa en la 
esfera de derechos de la población estatal, así como en el funcionamiento del Estado mismo, lo 
que contribuye en la consecución de los objetivos sustanciales y funcionales de la Administración. 
Mirada retrospectiva a la carrera administrativa en Colombia, marco histórico 
Para poder realizar una mirada retrospectiva a la historia de la carrera administrativa 
definitivamente debemos realizar mención de la Ley 165 de 1938, po[BG11][JCG12]r la cual se crea 
la carrera administrativa, es la primera norma completa para el orden nacional y territorial, sin 
embargo esta no tuvo mayor impacto en su aplicación y quedó reducida y postrada a la norma 
legal, posteriormente en el año 1957 y para apaciguar el problema de la violencia que se presentaba 
en los partidos políticos para la época, se presenta la figura del plebiscito constitucional, con 
ocasión a esta se expidió la Ley 19 de 1958, sobre la reforma administrativa, para realizar una 
debida clasificación de las distintas clases de servidores públicos, estableciéndose las bases que 
serían las determinantes para establecer las remuneraciones, en ella se surte la creación de la sala 
de consulta y servicio civil del Consejo del Estado, también se crea el Departamento 
Administrativo de la Función Pública, estableciendo dentro de sus funciones básicas, el de asesorar 
y formular políticas para la gerencia de los recursos humanos que se encuentran a disposición del 
Estado. 
 Posteriormente encontramos el Decreto 1732 de 1960 sobre el servicio civil y carrera 
administrativa la cual realiza la distinción entre empleados públicos entre otros. La selección de 
personal entonces se realizaba mediante la escogencia de aquellos candidatos capacitados de 
acuerdo al sistema de concursos que la comisión de reclutamiento definiese, este desarrollo 
legislativo sin embargo continuaba siendo mero formalismo en la búsqueda de un sistema de 
méritos para acceder a la carrera administrativa frente a la realidad jurídica que se presentaba, pero 
estos significaron las bases para la implementación de normas subsiguientes. 
Posteriormente encontramos el Decreto 2400 de 1968, en este se regula la administración 
del personal que prestaba sus servicios en la Rama Ejecutiva, define lo que se entiende por empleo 
y clasifica aquellos empleos que se consideran del servicio civil y aquellos que por la ocasión de 
la labor que desempeñan no se consideraban así; también realiza la clasificación por la naturaleza 
funcional y destinataria del empleo, esto es: de libre nombramiento y remoción por su naturaleza 
o destinación política y de carrera por la destinación propia de las labores más cotidianas y 
misionales del Estado. 
Luego encontramos el Decreto 1950 de 1973, el cual regula diferentes aspectos de la 
administración del personal que prestaba sus servicios en Rama ejecutiva, pero con excepción del 
sector defensa, la inclusión de empleos en carrera administrativa debía realizarse mediante el Dpto. 
Administrativo Del Servicio Civil, señalando la necesidad de este y la conveniencia del mismo, 
las causales de supresión de un empleo y las situaciones que se pueden presentar respecto del retiro 
del servicio.  
En la CP  (1991, art., 125 y  130, Col.) encontramos el desarrollo de la carrera 
administrativa y la competencia de la Comisión Nacional del Servicio Civil, posteriormente en la 
Ley 27 de 1992  y la 443 de 1998, podemos encontrar las características centrales de los concursos 
que se realizaban para la época, estos se desarrollaban por la propia entidad, entonces tenía 
acumulada dos funciones: el concurso y la nominación; la Comisión fue integrada por el ejecutivo, 
es decir dependiente de este. 
Mediante sentencia CC (Sentencia C-372/99, Col.) la corte declaró inexequible 
prácticamente las dos leyes, la Ley 27 de 1992 y La ley 443 de 1998, dentro de los argumentos 
expuestos por los accionantes que presentaron la demanda de inconstitucionalidad encontramos 
afirmaciones veraces como el hecho que a juicio de los demandantes y de estos suscritos la 
expedición de las leyes mencionadas era solamente una simulación del mérito para poder ingresar 
a la carrera administrativa desconociendo flagrantemente la norma constitucional al señalar la 
existencia como un nuevo órgano de esta Comisión, por lo tanto siendo este último responsable 
para realizar los concursos de selección para proveer en el empleo público es entonces el Ejecutivo 
quien debe investir o nombrar a aquellos que cumplan con el concurso realizado, la corte señala 
entonces  que los concursos no los realizarán las entidades excepto por aquellas entidades que 
tienen un régimen especial y confirma que las entidades solamente tenían la nominación y que la 
selección se encuentra en cabeza de este órgano independiente (la CNSC), es decir las entidades 
no pueden acumular las funciones de selección y de nominación; como otro aspecto encontramos 
que la Comisión es un órgano autónomo e independiente de naturaleza técnica, es decir que ya no 
dependía de la rama ejecutiva y los comisionados entonces son seleccionados por mérito, pue este 
fue el deseo del constituyente, pero al decretar la inexequibilidad prácticamente de la totalidad de 
las mencionadas legislaciones se crea un vacío legislativo por lo cual en agosto del año  2000 se 
radica proyecto de ley para la conformación de la Comisión, desafortunadamente este fue objetado 
por el presidente y archivado para ser posteriormente presentada en el año 2004,  el cual se 
convertiría en la ley 909 de 2004. 
Entonces tenemos en la evolución de la carrera administrativa inicialmente al Consejo 
Superior del Servicio Civil en 1968, el cual solamente era un órgano consultivo de este tema y se 
transformó en lo que hoy conocemos como la Comisión Nacional Del Servicio Civil en 1991 
totalmente autónomo situación distinta del primer órgano al cual evidentemente le restaba el poder 
para poder realizar la debida administración del mérito. 
 
 
Estrategia Metodológica [BG13][JCG14] 
En el desarrollo de este articulo científico se desarrolló como estrategia metodológica el 
histórico lógico para comprender los avances y posibles retrocesos que se han dado en la 
formalización del empleo público en Colombia,  de acuerdo a ello iniciamos realizando un análisis 
de contenido de textos y planteamos los primeros hallazgos en la normatividad Colombiana 
respecto de la carrera administrativa hasta llegar a lo que hoy conocemos como el sistema de 
méritos en la carrera administrativa, partiendo del análisis de las diferentes legislaciones para 
comprender el sistema que hoy tenemos y lo que nos hace aún falta para poder cumplir a cabalidad 
con la formolización del empleo público.  
Resultados, hallazgos y nuevo conocimiento 
Mérito en Colombia 
La regla general de ingreso a la función pública es mediante la carrera administrativa y por 
excepción aquellos que están en un nombramiento provisional en espera de una lista de elegibles,  
sin embargo encontramos que la realidad es completamente diferente; la sensibilidad que estos 
suscritos evidencian en las diferentes entidades estatales cuando encontramos que en mayoría de 
casos solamente la mitad o una cifra inferior se encuentra vinculada mediante carrera 
administrativa, quedando un alto porcentaje con un contrato de prestación de servicios los cuales 
ciertamente desempeñan funciones misionales y que según la CC en Sentencia C-171 de 2012, si 
bien es factible estos contratos pueden ser utilizados únicamente como elemento transitorio para 
la debida atención de las diferentes actividades y cumplimiento de las funciones estatales, este no 
podrá convertirse como de carácter permanente, situación que continuamos evidenciando hoy, a 
propósito de lo mencionado en el acuerdo de negociación colectiva de las solicitudes de las 
organizaciones sindicales de los empleados públicos en mayo de 2019 se evidencio la necesidad 
de instalar una mesa de trabajo para velar por la  actualización weberiana las plantas de personal 
de las diferentes entidades estatales y poder así reducir los contratos de prestación de servicios, en 
este desarrollo legislativo encontramos al Decreto 1800 de 2019; Pero esta no ha sido la única 
intervención realizada por organizaciones sindicales, desde el año 2013 se viene realizando un 
llamado por parte de estas organizaciones para la eliminación de los contratos de prestación de 
servicios. 
Posterior a la constitución de esta mesa de trabajo encontramos por parte del Ministerio de 
Trabajo los resultados en la página oficial del gabinete de esta primera reunión en julio de 2019, 
asegurando que para el año 2022 los cargos de carrera deberán ser ocupados por personas que 
ganen los concursos cumpliendo así al mérito, también acordaron revisar los contratos por 
prestación de servicios, los cuales ascendían a doscientos cuarenta y cuatro mil seiscientos sesenta 
y ocho (244.668). 
La intención del Estado por la formalización del empleo público reciente la encontramos 
en la Directiva 001 de la Procuraduría General de la Nación (2021), en el cual informa que el total 
de servidores públicos ascienden a  un millón doscientos setenta y cuatro mil ciento tres 
(1.274.103) y exhorta al Gobierno al uso correcto del contrato de prestación de servicios, 
adicionalmente realiza una aseveración que llama la atención y menciona que el uso de estos 
contratos se debe a lo desactualizado de las plantas de personal, situación que resulta irregular si 
tenemos en cuenta que en diferentes normas encontramos la obligación de realizar esta 
actualización periódicamente para conocer efectivamente el número de empleados vinculados por 
carrera administrativa y cuáles no lo están, por ello los suscritos entendemos que a pesar que 
existen diferentes legislaciones para regular la llamada nómina paralela, al parecer solamente 
queda en palabra muerta y desconocemos la estadística formal del número de empleados públicos 
de carrera contra los empleados que no tienen esta vinculación y desempeñan verdaderas funciones 
misionales. 
La mencionada Comisión como cumplimiento de lo propuesto por la mesa de trabajo 
señalada y con ocasión que al inicio de la pandemia declarada en marzo de 2020, los concursos 
que adelantaba quedaron suspendidos y los colombianos que participaron quedaron en total 
incertidumbre, hoy encontramos un escenario que de acuerdo a publicado en  la página de la   
Comisión a corte de septiembre de 2021, tiene treinta y tres (33) procesos de selección en 
desarrollo y ocho (8) procesos en uso de lista de elegibles, con una suma de  seis mil novecientos 
sesenta y cinco (6.965) empleos públicos ofertados. Si comparamos esta cifra con la informada del 
número de servidores públicos (1.274.103)  nos encontramos que no se acerca al 1% de la totalidad  
para proveer y que la Mesa de Trabajo aseguró que deberían ser ocupados al años 2022 por mérito, 
estas aunque conjeturas debido a que no contamos con las cifras exactas a nivel nacional, y que a 
pesar de los esfuerzos del Gobierno por parametrizar estos datos, no ha sido posible, por lo que no 
es viable dar una conclusión real de algo con lo que no se tiene certeza. 
 Así las cosas si bien encontramos una evolución normativa en Colombia en pro de la 
formalización del empleo público, no es menos cierto que la mayoría de esta legislación se 
encuentra solamente en norma escrita, el mayor avance definitivamente fue la creación de la 
Comisión como ente totalmente independiente el cual adelanta sus procesos de selección y las 
entidades estatales solamente realicen la nominación de estos, pero ahora el reto se encuentra en 
que a la Comisión se le reporten todos aquellos cargos que a la fecha no se encuentran proveídos 
y ocupados por un empleado de carrera administrativa para seguir avanzando en este camino.  
Avances y Retrocesos del empleo público en Colombia a partir de la expedición de la ley 
909 de 2004. 
Con 4 años del nuevo milenio y a partir de los precedentes conferidos por la sentencia C-
372 de 1999 que entre otros modifica y actualiza o más bien suprime las comisiones del servicio 
civil territoriales, cuyas funciones podría haber descoordinado las ejecuciones de los objetivos 
plasmados en la Constitución Política, sin embargo, se notaba por parte de las asociaciones de 
trabajadores que las modificaciones no serían suficientes hasta que estas quedaran plasmadas en 
un estatuto mejor organizado que una serie de preceptos y jurisprudencia espaciada en el tiempo, 
fue así como el Director del Departamento de la Función Pública y las asociaciones sindicales, 
delegaron la tarea de lo que sería la redacción y motivación de la Ley 909 de 2004, por la cual se 
expiden entre otras la normativa que regula el empleo público, la carrera administrativa y la 
gerencia pública, estructurando así la columna vertebral de lo que sería la política de empleo a 
futuro en el Estado Colombiano. 
Se destacan como aportes esenciales elementos de estabilidad y formalización dentro del 
concepto de carrera administrativa y el mérito como factor de permanencia en el sistema de carrera, 
instaurando entre otros los primeros métodos de evaluación de desempeño laboral, fija además 
como una de sus misiones fundamentales el respaldar la eficacia de la gestión pública y ofrecer 
solidez y equidad en las oportunidades para el ingreso al sistema de carrera. 
Instaura y reconstruye la CNSC, concediéndole autonomía en su determinación 
administrativa y libertad en su gestión financiera, además en lo referente a como se encuentra 
configurada se determinó que debe ser conformada por tres Comisionados que ostentan el mismo 
rango que el de Ministro y que su elección deberá ser adelantada en un proceso diseñado por la 
ESAP o la Universidad Nacional previo concurso para verificación de perfil y requisitos para 
posesionarse en el cargo. 
Otro rasgo positivo es el carácter gerencial que se le erogó a los cargos directivos de las 
entidades del sector público, resaltando la condición de tecnificación que ahora se atribuía, 
lamentablemente este puede considerarse un riesgo de doble filo, al también dejar que los empleos 
de este nivel sean solo asignados como libre nombramiento y remoción, siendo muy poco 
favorable de cara a la competitividad frente al sector privado y a los principios de la función 
pública en sí, pues la poca estabilidad que esta modalidad brinda al empleado lo vuelve una opción 
poco atractiva para el desarrollo laboral. 
Sin embargo, como contraparte de este planteamiento por su naturaleza política en el 
sentido general de la palabra puede ser incluso entendible o justificable que estos funcionarios y 
sus respectivos asesores sean de naturaleza de libre nombramiento y remoción pues, para poder 
desarrollar las políticas de gobierno deben ser articulados por personal ideológicamente afín, ya 
que de lo contrario podrían verse rebajadas, entorpecidas o incluso frenadas por parte de los 
funcionarios en mención sin que hubiese una herramienta para destrabar el panorama. 
De igual manera la creación del banco nacional de lista de elegibles, es un avance que 
puede considerarse muy positivo pero que a su vez puede ser contraproducente o incluso letra 
muerta si no se aplica de la manera que fue ideada originalmente por el Legislador, pues un banco 
donde las carreras, perfiles y méritos, puedan ser usados como base para la suplir las necesidades 
y vacantes que poseen las entidades públicas en todo el territorio nacional no han sido utilizadas 
de manera adecuada o al menos no es la regla general, toda vez que son extraños los casos en los 
que quienes se encuentran por mérito en dicho banco sean llamados a ocupar una vacante en otra 
entidad, de manera provisional. 
Ahondado en la posibilidad de articular y facilitar la movilidad laboral en el sector público, 
en la Ley 909 de 2004 (art. 20, Col.) se implementan los cuadros funcionales de empleo, los cuales 
agrupan los empleos que se asemejen en cuanto a su esencia funcional, sus tareas, compromisos y 
que demandan perfiles o ramas de desarrollo conceptuales y profesionales similares, esto en teoría 
debería permitir que se optimice la gestión del talento humano en todas las entidades públicas de 
manera coordinada, así como la facilidad para diseñar programas horizontales de acceso, ascenso 
y retribución uniforme en los empleos públicos, lamentablemente este es otro caso de una muy 
buena idea que no se ha llegado a aplicar debido a la negligencia de los gobiernos que han estado 
a partir de la expedición de la Ley, toda vez que el numeral cuarto del artículo citado previó que 
esta regulación debe hacerse por Decreto Presidencial, situación obviada muy posiblemente por 
facilidades políticas y clientelismo. 
Es claro que esta es una idea que de ejecutarse adelantaría mucho el porcentaje de 
movilidad, la tecnificación del Estado, así como también convertiría al estado en una fuente de 
empleo mucho más interesante para aquellos trabajadores que no solo buscan estabilidad sino una 
fuente de retos al poder migrar de manera mucho más sencilla a otras tareas y otras entidades 
dentro del entramado estatal. 
El estatuto del empleo público, la carrera administrativa y la gerencia pública también 
permite los diferentes sistemas de evaluación, teniendo como base el sistema tipo adoptado por la 
CNSC, pero a la vez deja la puerta abierta para que a partir de este las entidades del orden nacional 
puedan adoptar uno propio, lo que a todas luces es contraproducente toda vez que afecta la 
imparcialidad y el racero con el que se mide la gestión y del desempeño laboral de los empleados 
públicos de carrera, dejando así la posibilidad de una evaluación injusta o desproporcionada 
dependiendo del sistema que se aplique, generando inestabilidad en el empelado que por mérito 
ha obtenido derechos de carrera. 
En este mismo sentido, pero orientado hacia los empleados nombrados en calidad de 
provisionalidad, los cuales de acuerdo a Villegas Arbeláez ascienden a un 94.5% de total de 
funcionarios de la Administración, se ha trastabillado en cuanto a la cuestión si los empleados 
provisionales son sujetos o no de evaluación, dato completamente contraproducente con la 
naturaleza de la evaluación de desempeño laboral misma,  en la medida que es la misma ley la que 
orienta la evaluación como un método para el ascenso, la mejora de productividad, el diagnostico 
de los avances tanto del empleado como el de la Administración misma, conceptos que van en 
contra de lo que se entiende como la provisionalidad misma, además en la Ley 909 de 2004 (art. 
41, Col.) nos indica taxativamente que la evaluación de desempeño laboral que contenga una 
calificación no satisfactoria es aplicable solo a quienes estén desempeñando empleos de libre 
nombramiento y remoción y de carrera administrativa, dejando así sin objetivo claro un proceso 
evaluativo a servidores provisionales. 
Un especial aparte debemos dedicarle a la vigencia de la lista de elegibles del artículo 31, 
debido a que los dos años contemplados por el legislador, quien se apoyó en el comité técnico del 
Departamento Administrativo de la Función Pública, de manera precaria y arbitraria establecieron 
un término sin justificación alguna, que pudo ser cinco veces superior siguiendo esa lógica, a 
criterio de los suscritos la vigencia de las listas de elegibles producto de los procesos de selección 
deben subsistir mientras también existan las causas y condiciones que generaron el proceso mismo. 
De manera más reciente la Ley 1960 de 2019 dicta un plazo perentorio para que el Gobierno 
Nacional reglamente los lineamientos de la movilidad horizontal antes mencionados, sin que a día 
de hoy pueda establecerse un interés por parte del partido de gobierno, dejando en una situación 
comprometida una de las propuestas más interesantes del estatuto del empleo público, de igual 
manera esta Ley instaura las modalidades de concurso abierta y de ascenso, dejando una 
proporción 70-30 lo que permite que los empleados públicos puedan aspirar a cargos dentro de su 
entidad con mejores prestaciones de manera más competitiva, permitiendo así que se incentive la 
retención laboral en los servidores públicos. 
Sumario 
Como se ha planteado a lo largo de este escrito, Colombia ha realizado avances en la 
formalización del empleo público, no nos encontramos en el mismo punto en el cual inició el 
reconocimiento al mérito, el avance normativo alcanzado ha demostrado la intención a través de 
los años que esa formalización sea una realidad. Sin embargo, hoy aun encontramos que lo 
plasmado en la normatividad se mantiene postrado solamente en lo escrito y si debemos señalar el 
mayor avance significativo que para estos suscritos representa en la historia del mérito, sería la 
creación de un órgano independiente con autonomía en su determinación administrativa y libertad 
en su gestión financiera para adelantar los procesos de selección un reconocimiento al mérito, pero 
si realizamos un pequeño análisis y se refiere a esta entidad se encuentra funcionando desde el año 
2004, es decir tiene diecisiete (17) años de funcionamiento y solamente en los último dos años ha 
tenido una mayor actividad de acuerdo a la sensibilidad de estos suscritos. Aún queda un camino 
amplio que recorrer y esperamos que el Estado Colombiano cumpla con lo estipulado en su 
normatividad y podamos lograr un mayor avance cumpliendo con lo prometido que el ingreso a la 
función pública se dé solamente mediante la carrera administrativa generando estabilidad laboral 
y una debida atención al usuario, al cumplimiento de los fines estatales. 
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